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Expediente: 2275/1erJAM/2019-JN
Juzgado Primero Administrativo Municipal.

León, Guanajuato, a 02 dos  de septiembre del año 2020 dos mil veinte. . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 2275/1erJAM/2019-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta (…) en contra de la DIRECTORA GENERAL DE GESTIÓN AMBIENTAL Y DEL INSPECTOR  ADSCRITO A ESA DIRECCIÓN, (…); y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
R E S U L T A N D O:

Presentación de la demanda.
PRIMERO.- El 07 siete de octubre del año 2019 dos mil diecinueve, la parte actora presentó  demanda en la Oficialía Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Admisión de la demanda y pruebas.

SEGUNDO.- Por auto de fecha 09 nueve de octubre del año 2019 dos mil diecinueve, a la parte actora se le admitió a trámite la demanda y las pruebas documentales descritas en los incisos A), B), C), D) y E) de capítulo de pruebas de su demanda, las que por su especial naturaleza se desahogaron  en ese momento procesal; y la presunción legal y humana en lo que le beneficie; además se concedió la suspensión del acto  impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Contestación de demanda y admisión de pruebas.

TERCERO.- El 06 seis de noviembre del año 2019 dos mil diecinueve, las autoridades demandadas presentaron en común escrito de contestación de demanda: y, por auto del día 11 once de ese mismo mes y año, se les tuvo contestando la demanda en tiempo y forma, admitiéndoseles las pruebas documentales admitidas a la actora, así como las exhibidas en la contestación, la que por su especial naturaleza se desahogó en ese momento procesal; señalándose además fecha y hora para la celebración de la audiencia de alegatos. . 

Celebración de la audiencia de alegatos.

SEXTO.- El 18 dieciocho de marzo del año 2020 dos mil veinte, a las 12:30 doce horas con treinta minutos, se celebró la audiencia de alegatos prevista en el artículo 286 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, sin la asistencia de las partes; por lo que se procede a emitir la sentencia que en derecho corresponde. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

Competencia de este Juzgado.
PRIMERO.- Que conforme a lo previsto por los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II y 3 párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, es competente para tramitar y resolver este proceso administrativo, por impugnarse actos atribuidos a la Directora General de Gestión Ambiental y de un Inspector adscrito a dicha Dirección, ambos del Municipio de León, Guanajuato. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Existencia del acto impugnado.

SEGUNDO.- La parte actora impugna: a). Acta de infracción  ambiental, folio 2002-PV, de fecha 27 veintisiete de junio del año 2019 dos mil diecinueve; y, b).  Resolución con folio 2002-PV, de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve, en el cual se  impuso una sanción económica por la cantidad de $6,336.75 (Seis mil trescientos treinta y seis pesos 75/100 Moneda Nacional). Actos cuya existencia se encuentran acreditados en autos del proceso, el primero con la copia al carbón de la citada  acta de infracción; y del segundo con la copia certificada de la referida resolución. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causales de improcedencia.

TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades demandadas en su contestación refieren que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del citado artículo 261, dado que el acta de infracción ambiental controvertida no es un acto definitivo, pues en ese documento solo se indica al particular las contravenciones cometidas, las multas aplicables, sin que se entienda que las posibles multas se están haciendo efectivas al momento de cometerse la violación al Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Que se actualiza la fracción IV del artículo 261 del Código de procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al existir consentimiento expreso del (…), ya que mediante escritos de fecha 2 dos y 3 tres de julio de 2019 dos mil diecinueve haciendo uso de se garantía de audiencia consintió expresamente la afectación al árbol que se le imputo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .       

Para este resolutor, es parcialmente FUNDADA  la primer causal de improcedencia que hacen valer las demandadas, para decretar el sobreseimiento única y exclusivamente por lo que hace a la persona de la (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Se sostiene lo anterior, pues contrario a la apreciación subjetiva de las  solicitantes del sobreseimiento el acta de infracción ambiental folio 2002 PV, se trata de un acto administrativo de los señalados por el artículo 136 del  Código de procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; esto es, una declaración unilateral de voluntad emanada de la Dirección General de Gestión Ambiental, unidad que forma parte de la administración pública municipal, emitida en ejercicio de sus potestades públicas derivadas del Reglamento Interior de la Administración  Pública Municipal de León, Guanajuato, como se precisa en el primer párrafo de la cita acta de infracción, que tuvo por objeto crear una situación jurídica individual y concreta, al asentarse hechos de modo tiempo y lugar, constitutivos de presuntas violaciones al Reglamentario para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, luego contrario a lo señalado por las demandadas, la citada acta de infracción es un acto administrativo para efecto del Código en mención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Por otra parte, de la interpretación armónica de los artículos 249, 263, 265 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el diverso 24 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, que reza: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Artículo 244. Los juzgados administrativos municipales son depositarios de la función jurisdiccional del Municipio, están dotados de plena autonomía para dictar sus fallos, así como de plena jurisdicción e imperio para hacer cumplir sus resoluciones, siendo órganos de control de legalidad que tienen a su cargo dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la administración pública municipal y los gobernados. Su relación jurídica se establecerá directamente con el Ayuntamiento. El Presidente Municipal sólo podrá ejecutar sobre estos órganos jurisdiccionales municipales, los acuerdos e instrucciones que apruebe el Ayuntamiento. 

La actuación de los Juzgados Administrativos Municipales se sujetará a los principios de legalidad, publicidad, audiencia e igualdad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

De lo anterior tenemos que el proceso administrativo, que se lleva a cabo ante este juzgador tiene como génesis dirimir las controversias que se surjan como en el caso entre la Dirección General de Gestión Ambiental y los hoy actores, sin que el legislador permanente en el Código en mención o en la Ley Orgánica en cita, haya acotado la procedencia a la definitividad de los actos administrativos que emitan las autoridades administrativas municipales, de aquí lo infundado de la causal de improcedencia en estudio. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo la causal de improcedencia resulta ser parcialmente fundada para decretar el SOBRESEIMIENTO del proceso, únicamente en cuanto hace a la parte actora (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En principio, se impone señalar que el artículo 243, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que interesado es quien tiene un interés jurídico por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido; mientras el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del mismo Código, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico; preceptos que en lo conducente establecen: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

“Artículo 243.- ...  
Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante el otro el mismo acto.” 
“Artículo 9.-… 

Interesado es todo particular que tiene un interés jurídico respecto de un acto o procedimiento, por ostentar un derecho subjetivo o un interés legalmente protegido.”

 “Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a los artículos transcritos en supralíneas, para la procedencia del proceso administrativo, es requisito sine qua non que el promovente, contar con interés jurídico y que se acredite que el acto o resolución combatida  afecta de modo cierto e inmediato su esfera de derechos; sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica. Por su parte, la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, respecto al interés jurídico en el proceso administrativo ha sostenido el criterio visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.- En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.).  . . . . . . . . . . . . . . 

Mientras que, la doctrina al interés jurídico también lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que  regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en este sentido ha sostenido que el derecho subjetivo, se entiende como la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables, a saber: a).- Una facultad de exigir; y, b) Una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. Al respecto, se reproduce el criterio sustentado en una tesis aislada del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, en la Novena Época; Registro: 166362; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tesis Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; XXX, Septiembre de 2009; Materia(s): Administrativa; Tesis: XVI.2o.A.T.4 A; visible a Página: 3149, la que se  localiza con el Registro 216534 en el Disco del Sistema de Consulta “Jurisprudencia y Tesis Aisladas IUS” junio 1997 – Diciembre 2010, bajo el rubro siguiente: . . .  . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . .  .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“LEGITIMACIÓN PARA INTERVENIR EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE GUANAJUATO. CORRESPONDE SÓLO A QUIEN TENGA UN INTERÉS JURÍDICO. De acuerdo con los artículos 9 y 261, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no basta con un interés legítimo para acudir al proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, sino que se requiere de un interés jurídico, que es el que corresponde al derecho subjetivo, entendiendo como tal la facultad o potestad de exigencia, cuya institución consigna la norma objetiva del derecho y supone la conjunción de dos elementos inseparables: a) una facultad de exigir y, b) una obligación correlativa traducida en el deber jurídico de cumplir dicha exigencia. De tal manera que la legitimación para intervenir en el citado proceso corresponde sólo a quien tenga un interés jurídico y no a aquel que posea una mera facultad o potestad, o tenga un interés simple, es decir, a quien la norma jurídica objetiva no establezca en su favor alguna facultad de exigir.”  . . . . . . . . 

En esta tesitura, el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado; entonces, para que proceda el proceso, conforme a lo estipulado por los artículos señalados en supralíneas, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con ese interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento o por un acto administrativo; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, aclarándose que una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . .  . .  . . . . . . . . . . . . . .

Ahora bien,  la ciudadana (…), controvierte en el presente proceso el acta de infracción ambiental, folio 2002 PV, de fecha 27 veintisiete de junio del año 2019 dos mil diecinueve, así como la resolución de fecha 04 cuatro de julio de ese mismo año, siendo así, que no obstante la mencionada actora cuenta con interés jurídico para controvertir la referida acta,  dado que la misma se encuentra expedida a su nombre,  sin embargo, la misma no afecta su esfera de derechos, toda vez que de la revisión que se hace a la mencionada resolución y en el cual se calificó dicha infracción, se observa  que los hechos vinculados a dicha acta fueron  atribuidos   a una persona distinta, esto es, al ciudadano (…) -también parte actora-; y por tanto, fue a éste último a quien se le impuso  la sanción económica por la cantidad de $6,336.75 (Seis mil seiscientos treinta y seis pesos 75/100 Moneda Nacional); de este modo,  el acta de infracción controvertida, no afecta el interés jurídico de la actora (…), dado que los datos circunstanciados en dicha actuación fueron imputados y sancionados a una persona diversa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo ese contexto, la resolución con folio 2002 PV, de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve,  no trasciende a la esfera jurídica al no afectar el interés jurídico de la C. (…), en razón de que, si bien se calificó el acta de infracción expedida a nombre de la misma, lo es también, que la infracción y sanción económica impuesta en dicha resolución fue a una persona diversa, esto es, al (…), entonces, los actos impugnados no inciden de manera real y directa, en sus derechos subjetivos administrativos; razón por lo atentos al artículo 262, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, resulta procedente decretar el SOBRESEIMIENTO del proceso, únicamente en cuanto hace a la parte actora (…).  
Asimismo, las demandadas en su contestación aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del citado artículo 261, ya que con posterioridad a la emisión del acta de infracción ambiental, (…) haciendo uso de su garantía de audiencia, emitió un consentimiento expreso referente a la afectación del arbolado que se le imputó y, por ende de la emisión del acta por infracción ambiental. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Para este Juzgador es INFUNDADA  esa causal de improcedencia que decreta el sobreseimiento del proceso, en mérito de lo siguiente:  . . . . . . . . . . . . . . . 

El artículo 261, fracción IV del mencionado Código, establece: . . . . . . . . .  . . 

“Artículo 261. El proceso administrativo es improcedente contra actos o resoluciones:

…

IV. Respecto de los cuales hubiere consentimiento expreso o tácito, entendiendo que se da este último únicamente cuando no se promovió el proceso administrativo ante el Tribunal o los Juzgados, en los plazos que señala este Código;”. . . . . . . . . .  . . . .  . . . . .  . . . . 
Así, en  lo que concierne al consentimiento expreso, es menester precisar que las demandas para sostener el mismo, ofrecieron durante la secuela procesal,  los escritos  con fecha de recepción 02 dos y 03 tres de julio del año 2019 dos mil diecinueve, el cual de la revisión que se hace a los mismos, se observa que los mismos son idénticos en su contenido, y en lo conducente se expresó:. . . . . .  . . . .
“Por medio de la presente hago de su conocimiento el árbol que está situado entre mi domicilio, Monte Siberia 146 y Monte Siberia 146-A, domicilio de mi vecino Gerardo Godoy. Col. Cumbres de la Pradera, ha causado daños…Derivado de lo anterior descrito optamos entre ambos vecinos por podar el árbol…

Atte.

(se observa  firma)

(…) “ .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De lo anterior transcrito,  no se desprende  que el (…) la parte actora haya consentido expresamente los hechos consignados el acta de infracción y posterior resolución impugnada; ni mucho menos media confesión alguna de haber cometido la conducta infractora; esto es,  “Intervención ilícita de un ejemplar arbóreo de aporx. 4.o mts. de altura y fuste con diámetro de 20-25 cms.”; dado que en principio, quien demanda señaló en el escrito en cuestión que se podó el árbol,  más no así que intervino de manera ilícita el árbol de forma que se afectó o puso en riesgo las funciones vitales del mismo; amén que los hechos circunstanciados en el acta de infracción se atribuyen a una persona diversa al C. (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De este modo,  si bien la justiciable compareció ante la autoridad, lo es también, que con sus escritos de fecha 02 dos y 03 tres de julio del año 2019 dos mil diecinueve, no se desprende consentimiento expreso de los actos que controvierte, esto es, aceptar los hechos asentados en el acta de infracción así como estar conforme con la sanción impuesta en la resolución controvertida, siendo así, que en este proceso comparece a controvertir los mismos; razón por la cual no se actualiza esa causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante lo infundado de la causal de improcedencia analizada y estimando que de autos no se advierte que se actualice alguna de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Análisis de los conceptos de impugnación.
CUARTO.- En el primer concepto de impugnación del escrito de demanda, quien demanda,  niega lisa y llanamente haber realizado acción alguna que fuese en contra de lo establecido en el Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato; y en el segundo concepto de impugnación, en lo toral aduce que, no existe congruencia ni certidumbre jurídica de que haya habido un debido procedimiento administrativo en el que se pudiera acreditar su responsabilidad administrativa que se le imputa, siendo contradictorio con lo establecido en el acta de infracción, por lo que la resolución controvertida se encuentra indebidamente motivada. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte las autoridades demandadas en su contestación al respecto, se limitaron en sostener el consentimiento expreso de los actos impugnados . . . . . .  . . 

Para este resolutor, son FUNDADOS estos conceptos de impugnación, en atención a las siguientes consideraciones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 

En principio es importante señalar, que los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 137, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, constriñen a las autoridades Municipales a fundar y motivar sus actos. . . . . . . . . . . . 
De la misma manera es preciso señalar que la definición de fundar un acto administrativo, consiste en precisar el o los preceptos legales y el Ordenamiento Legal aplicable al caso concreto, cuando el artículo se integre con fracciones, incisos o párrafos, la autoridad demandada se encuentra constreñida a indicar la fracción, inciso o párrafo que resulte aplicable; y, por motivarlo se entiende expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración la autoridad administrativa para la emisión del acto, esto es, señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación de los preceptos legales invocados como apoyo legal; de este modo, se tutela a favor del justiciable, el derecho fundamental a la debida fundamentación y motivación. . . . . . . . . . . . . . .  

Así pues, el artículo 556, fracción IV, del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato, reza: . . . . .  . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 556. Cuando el personal autorizado de la DGGA o del SIAP-León, detecte en flagrancia la comisión de alguna infracción a este Ordenamiento, debe levantar el acta respectiva, misma que debe contener, al menos:

 IV. Nombre y domicilio del infractor, salvo que no esté presente o no proporcione esa información;”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En el caso que se resuelve, la parte actora niega categórica y contundentemente que haya materializado la conducta infractora consistente en “realizar la intervención ilícita de un ejemplar arbóreo sin contar con  la autorización correspondiente, de la Dirección de Regulación Ambiental”, esto es, haber infringido los artículos 242 fracción III, en relación con el 584 fracción III, inciso m), del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato; de este modo, estamos frente a una negativa lisa y llana  de los hechos asentados en la resolución controvertida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

De ahí, que esta negativa trae como efectos la reversión de la carga de la prueba a las autoridades demandadas, a quien le corresponderá demostrar la existencia de los hechos que constituyen la comisión de la infracción atribuida a la parte actora, ya que el Juzgador no está en aptitud de exigir al impetrante la exhibición de medio de prueba alguno que lo lleve al conocimiento de los hechos, pues de hacerlo, lo estaría forzando a demostrar hechos negativos, lo cual es contrario a la técnica jurídica del proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De esta manera, al actor no le corresponde acreditar que observó el debido cumplimiento del Reglamento para la Gestión Ambiental en  el Municipio de León, Guanajuato, pues como se dijo en supralíneas, la negativa lisa y llana en el proceso administrativo le revierte la carga de la prueba a la autoridad demandada, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, el que establece: . . . 

“Artículo 47.- Los actos administrativos se presumirán legales; sin embargo, las autoridades administrativas deberán probar los hechos que los motiven cuando el interesado los niegue lisa y llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación de otro hecho.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, es el caso que la parte actora niega “la intervención ilícita de un ejemplar arbóreo, sin contar con la autorización correspondiente”; situación que traen como consecuencia que deje de operar la presunción de legalidad del resolución de calificación a debate y se le revierte la carga de la prueba a la demandada, a fin de que demuestre los hechos que constituyen la comisión de la infracción imputada a la parte justiciable, ya que dicha negación no envuelve ninguna afirmación expresa de un hecho. Lo anterior, de acuerdo a las reglas de la carga de la prueba previstas en el artículo 51 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el que dispone: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 51.- Al que niega sólo le corresponderá probar, cuando:

I.- La negación envuelva la afirmación expresa de un hecho;

II.- Se desconozca la presunción legal que tenga a su favor el colitigante; y,

III.- Se desconozca la capacidad.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Bajo la tesitura de este numeral, en la especie no se actualiza el supuesto jurídico previsto en su fracción I, pues las negaciones no envuelven ninguna afirmación; de ahí, que la demandada tiene la carga de la prueba para demostrar que la parte actora -(…)- el día 27 veintisiete de junio del año 2019 dos mil diecinueve, infringió los artículos 242, fracción III, en relación con el 584, fracción III, inciso m) del Reglamento para la Gestión Ambiental en el Municipio de León, Guanajuato.. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
A pesar de que la resolución  de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve, con folio 2002-PV, es un documento público, por sí sola no desvirtúa la negativa de los hechos motivo de la infracción, siendo así que la autoridad demandada a efecto de desestimar la negativa planteada  por el actor, aportó como medio de prueba, copia certificada de: a).- Acta por infracción ambiental, folio 2002-PV;  b).- Dos escritos de fechas de recepción 02 dos y 03 tres de julio del año 2019 dos mil diecinueve, ambos signados por (…); sin embargo, es el caso que dicha documental no tiende a desvirtuar la negativa lisa y llana  que hace la justiciable; en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . .   
1.- De la revisión que se hace al acta de infracción folio 2002-PV, se observa que la conducta asentada en dicho folio, consistente en: “Intervención ilícita de un ejemplar arbóreo de aprox. 4.0 mts. de altura y fuste con diámetro de 20-25 cm.”, fue atribuida a una persona distinta a quien demanda, esto es, a la ciudadana (…). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
2.- Los escritos con   fechas de recibido 02 dos y 03 tres de julio del año 2019 dos mil diecinueve, si bien quien demanda hizo manifestaciones, lo es también que del mismo, no se desprende  confesión alguna del justiciable en el entendido, haber  llevado  a cabo la intervención ilícita de un ejemplar arbóreo, ya que si bien mencionó podar un árbol,  lo es que, no señaló o aceptó que la poda puso en riesgo la funciones vitales del árbol; aunado, a que  tanto en la mencionada acta de infracción así como la resolución controvertida, la demandada no asentaron  en que consistió la intervención ilegal del ejemplar arbóreo; y, . . . . . . . . . . . . . . . . .   

4.- La resolución de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve,  se señala que, se resuelve la calificación por acta de infracción ambiental con número de control 2002.PV, de fecha 27 veintisiete de junio del año 2019 dos mil diecinueve, relativo al procedimiento de vigilancia instaurado a la ciudadana (…); de este forma, si el  en la mencionada acta se reprocha una la conducta a una persona diversa al actor (…) resulta ilógico que la justiciable haya cometido la conducta infractora, por lo que no es dable que la demandada haya determinado sancionarlo económicamente por una conducta circunstanciada en el acta respectiva a persona diversa, ya que atentos al artículo 556, fracción IV del citado Reglamento para la Gestión Ambiental, el  acta de infracción se levantó a nombre de la ciudadana (…), por tanto, el procedimiento administrativo  no fue instaurado al actor (…), de ahí que, resulte contradictorio que a éste último se le termine sancionando. . . . . . . . . . . . . . . 
Así, la autoridad demandada omitió aportar medios de prueba tendentes a desvirtuar la negativa lisa y llana que hace a la parte justiciable, omisión que viene a corroborar la certeza de inexistencia de los hechos que constituye la infracción administrativa que se le imputa al justiciable (…), por ende, en autos del proceso no obra elemento de convicción alguno que acredite la existencia de los hechos que constituye la conducta reprochada a éste. De esta manera, resulta evidente que deja de existir la presunción de legalidad de la resolución combatida, siendo claro que esta no se encuentra indebidamente motivada, por ende, incumple con el elemento de validez exigido en el artículo 137, fracción VI, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, vicios que traen como resultado su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Así las cosas,  la resolución  controvertida, es contraria a derecho y viola en perjuicio de la parte actora el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, circunstancia irregular que afecta de manera directa e inmediata su esfera jurídica, por tal motivo, en la especie, se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; en consecuencia, con fundamento en el artículo 300 fracción II, del mismo Código, lo procedente es  declarar  la  nulidad  total  del la resolución de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve, folio 2002-PV, en la que se le impuso al justiciable (…), una sanción económica por la cantidad de $6,336.75 (Seis mil trecientos treinta y seis pesos 75/100 Moneda Nacional). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por consiguiente, la declaración de nulidad total de la resolución impugnada, produce como consecuencia que al actor ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los hechos indicados en el acta por infracción ambiental con folio 2002 PV, de fecha 27 veintisiete de junio del año 2019 dos mil diecinueve , de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento jurídico para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados. . . 

Estudio innecesario de los demás conceptos de impugnación.

QUINTO.- Que en la especie se estudia de manera preferente la negativa lisa y llana que hace la parte actora, por estimarse un agravio de consecuencias contundentes, lo que le representa un mayor beneficio al impedir a la autoridad actuar nuevamente en el mismo sentido en su perjuicio, y de este modo brindar justicia de manera completa, tal y como lo dispone el artículo 17 Constitucional; y, la argumentación esgrimida y analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás argumentos esgrimidos en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia; sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

PRIMERO.- Este Juzgado Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el presente proceso administrativo. .  . . .

SEGUNDO.- Resultó parcialmente fundada una  causal de improcedencia hechas valer por las demandas, por lo que se SOBRESEE  el proceso administrativo únicamente en cuanto hace a la parte actora (…); acorde a lo señalado en el tercer considerando de este fallo. . . . . .  

TERCERO.-Se declara la NULIDAD TOTAL de la resolución de fecha 04 cuatro de julio del año 2019 dos mil diecinueve, folio 2002-PV, dado que con la misma se impuso  al  (…), una sanción económica por la cantidad de $6,336.75 (Seis mil trecientos treinta y seis pesos 75/100 Moneda Nacional) por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja. . .  . . .  . . . .  . . . .  . . . . .  . . . . .  . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos,  el MAESTRO JOSÉ JORGE PÉREZ COLUNGA, Juez Titular del Juzgado Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada OFELIA GÓMEZ HERNÁNDEZ, que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . 
